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Seguridad, cambio social 
y cohesión 

Jorge Valdez" 

Introducción 

El presente trabajo busca responder a las interrogantes planteadas por la 
RAS, que aluden a los parámetros para su organización, ubicación y fun­
cionamiento. Para lograrlo, sin embargo, será menester haber dilucidado 
previamente aquellos asuntos que contribuyan a asegurar su funcionalidad 
y que nos aproximen a un contexto indispensable para garantizar la consis­
tencia entre los fines, la organización y los medios para lograrlo. 

Será preciso analizar el punto de partida de la RAS, cual es la Decisión 
587 de la Comunidad Andina que nos adelanta el propósito de establecer 
una red "constituida por organizaciones políticas, empresariales, académi­
cas y de otros sectores de la sociedad civil" y contrastar ese cometido con la 
naturaleza de los verdaderos desafíos de seguridad que confrontan los pue­
blos de los países andinos. 

Igualmente deberá abordarse el papel que las organizaciones de la socie­
dad civil (OSe) pudieran cumplir dentto de este esquema, revisando algu­
nas de las limitaciones que puede confrontar y buscando precisar los alean­
ces del aporte que estarían llamadas a proporcionar y, en función de ello, co­
mo podría eventualmente articularse tal aporte con el de los demás sectores. 

El enfoque que se adopta en el análisis asume que en sociedades poco 
cohesionadas, como son las de los países andinos, la creación y preservación 

Director de Estudios, Facultad de Ce5rión y AIra Dirección, I'onrificia Universidad Católica del 
Perú. 



de condiciones de seguridad relativa no puede sustraerse de las políticas de 
cambio social. Se trata, después de rodo, de ofrecer un bien público esen­
cial' -la paz- que, como tal, debe alcanzar al conjunto de la población y no 
solamente al Estado o a un secror de sus ciudadanos. Este aspecro sitúa a la 
construcción de la paz en el contexto de políricas de inclusión que forralez­
can la cohesión en cualquier sociedad y que abonen a favor de la legitimi­
dad social de los órganos de gobierno. 

Pero la historia andina señala un significativo déficir de responsabilidad 
polírica en relación al bien público de la seguridad. En ellos, se favorece la 
preeminencia de las políricas de defensa y se privilegia la seguridad del Es­
rada, en desmedro de la seguridad pública y de las posibilidades para que 
el ciudadano disfrute las oportunidades para su realización material y espi­
ritual. El resultado aleja más aún al Esrado de importantes sectores la socie­
dad, que no reciben de ésre los bienes públicos que se supone debe propor­
cionarles. 

De esta manera, las políricas para la erradicación de la violencia física 
organizada, deben situarse en programas para el fomento del buen gobier­
no que busquen hacer sostenible la gobernabilidad democrática, así como 
en aquellos referidos a la reforma de la adminisrración pública. Por ello, de­
ben necesariamente responder a la conflictividad del espacio concernido, 
confiriéndole un papel determinante a aquellos factores estructurales que 
faciliran el arraigo y desarrollo de las más variadas amenazas. 

Esre razonamiento robustece las razones por las que las organizaciones 
de la sociedad civil, los partidos políricos y orros sectores de la sociedad, es­
tán llamados de manera natural a desempeñar papeles proragónicos y corn­
plernenrarios en la materia, que contribuyan a la sociabilizacián de las polí­
ticas. e impulsa la idea novedosa de un espacio de coordinación para la ac­
ción común de gobiernos, sociedad civil y orros sectores de la sociedad. 

La seguridad resulta inherente a las creaciones organizauvas del hombre; y las personas. las fami­
lias, las naciones, o los Estados buscarán casi sin excepción b manera de prmegerse frente a los ries­
gos o amenazas que perciban. (Beck 1998). Pero en sociedades en las que no se ha alcanzado nn 
grado de articulación suficiente y equilibrada entre sus miembros se fortalece la preeminencia del 
Estado en la producción de coudiciones de seguridad y el desempeño por parte de éste adquieren 
importancia crmca, pues usualmente sus poltricas no amparan por igual a todos sus ciudadanos. 
Con ello, significativos sectores de la población pudieran quedar al margen de las consideraciones 
de seguridad. protegiéndose una parte de los habitantes a costa de la margirtalización y crirninali­
zación de otros (Bor]a. 2003). 
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Pero este razonamiento holísrico tropieza con significativas dificultades 
a1llevarlo a su implementación. Surge así la necesidad de precisar operati­
vamente los propósitos específicos de la RAS. estableciendo los linderos 
que traduzcan las aproximaciones totalizan tesa los que con frecuencia sue­
len conducir la seguridad en propuestas realizables que conduzcan median­
te impactos incrementales a los resultados esperados. 

En ese sentido y para efectos del presente trabajo. se entiende que las po­
líticas de seguridad deben esrar orientadas a prevenir y confrontar, según sea 
el caso. el empleo deliberado de la violencia física presente en formas orga­
nizadas. Ello pareciera natural si se toma en consideración que las amenazas 
que enfrenta el espacio andino no se limitan exclusivamente al conflicto ar­
mado, aunque si Jos incluye. Son por lo tanto políticas de construcción y 
consolidación de la paz, pero de una paz entendida no solamente como la 
"ausencia de guerra" o de violencia a la que alude el diccionario, (Evans 
1992) sino a una paz positiva, que comprenda la ausencia de guerra y de vio­
lencia directa, así como la presencia de jusricia social (Schmid, 2002). 

Naturalmente, no es propósito de este documento abordar en detalle es­
tos asuntos. que son solamente situados según su incidencia en el contexto 
del establecimiento de la Red Andina de Seguridad. En rodo caso, el desa­
rrollo de cada uno de los aspectos que involucra la construcción de la paz, 
tamo conceptual como opcracivamenre, debiera ser parte de un proceso an­
dino de mayor envergadura que respondiendo a la demanda ciudadana. 
vincule en su desarrollo a gobiernos. dirigencias políticas y sociedad civil y 
atienda el déficit regional en materia de seguridad. 

La Política de Seguridad Externa Común Andina y la naturaleza 
de los desafíos de la realidad andina: algunos alcances y limitaciones 
de la Decisión 587 

El contexto andino 

Analistas y observadores han dejado traslucir su escepticismo por el futuro 
democrático de los países andinos, los mismos que han sido caracterizados 
como países fracturados, con profundas desigualdades al interior de cada 
uno de ellos y. además asolados por un conjunto de fenómenos de natura­
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leza transnacional, como son el tráfico de drogas. de personas, de armas li­
geras y pequeñas, el lavado de activos y orras formas del crimen organiza­
do, así como la presencia de organizaciones que cometen anos de terroris­
mo (Shifrer 2004, Council for Foreign Relarions 2004). 

Estas circunstancias se ven agravadas por deficiencias de índole institu­
cional, por la calidad de la inserción internacional de estos países, así como 
por la persistencia en el fraccionamiento y dispersión en el enfoque frente 
a fenómenos como los descritos, incluso en aquellos casos que por su natu­
raleza se desarrollau o producen en más de un país, o cuyos efecros trascien­
den las fronteras nacionales. 

La persistencia de este último factor podría revelar que las posibilidades 
de solución a la conflictividad andina dependerían en cada caso de la habi­
lidad y la capacidad nacional respectiva para encarar problemas esrrucrura­
les de prolongado arraigo y evolución, lo cual hasra ahora no pareciera ser 
una opción verificable. Ello obliga a desarrollar enfoques regionales que ha­
gan posible reducir la transferencia de riesgos' y que permitan, además, 
compensar siquiera parcialmenre las asimetrías exisrenres con orros países y 
sociedades también afectados pOt estas amenazas. 

Es así como la cooperación política y la integración ofrece un espacio más 
amplio para consolidar competencias gubetnamentales que incrementen la 
eficacia frente J fenómenos rransnacionales y permitan desarrollar un enfo­
que integral de los mismos. La integración adquiere así, por su potenciali­
dad. un significado de la más elevada preeminencia (Grabendorff, 2003). 

Pero además, la conflictividad esencial en el área andina no es conse­
cuencia de las relaciones inreresratales'. En los países andinos -y de mane­
ta general en América Lacina- salvo casos ocasionales, la tendencia históri­
ca no ha privilegiado la guerra como vía para la solución de conflictos, los 
que en el siglo XX, aún en aquellos casos que llegaron al enfrentamiento 
armado, solamente encontraron solución mediante procedimientos diplo-

Tal v<:! el ejemplo más notorio de la rransferencia de riesgos la proporciona la aplicación no coor­
dinada de polúicas v eseracegias nacionales para combatir la producción y el comercio de drogas. 
produciendo el desplazamienro de un país a orro de detcrmluadas actividades. 

J Mucho se ha escrito acerca de la carnbianre naturaleza del conflicro violento y del desplazamiento 
del conflicto inreresratal hacia una situación en la que éstos se registran en su enorme mayoría al 
interior de los estados, inclusive bajo la forma de guerras civiles. Estos conflictos tienen en su esen­
cia una base relacionada con la propia identidad nacional, a partir de desequilibrios en la distribu­
ción económica, política y social de los recursos (Harris. 1998). 
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máticos (Dominguez, 2003). La conflictividad esencial, por lo tanto, resi­
de en la dimensión interna, incluyendo la debilidad del Estado; y en los 
efectos de fenómenos rransnacionales como son los mencionados proble­
mas de las drogas, tráfico de armas, de personas, lavado de activos y otras 
formas de acción del crimen organizado. 

De todo lo señalado se desprende la necesidad de confrontar este com­
plejo escenario en sus múltiples dimensiones, buscando desde la perspecti­
va de la seguridad prevenir y erradicar la violencia organizada ejercida en 
Forma deliberada, lo que incluye el conflicto armado. 

Ello compromete a la política de seguridad, en tanto política para la 
construcción de un espacio de paz, con la necesidad de abordar aquellas ca­

rencias e inequidades que contribuyen al desarrollo o arraigo de amenazas 
a la seguridad; y también a desterrar definitivamente la. noción según la. 
cual ante cualquier tipo de contlicro, prescindiendo de su naturaleza, son 
solamente las fuerzas armadas las llamadas a acruar. 

Después de rodo, las discusiones de los úlrirnos diez anos acerca de las 
posibles responsabilidades militares en la lucha contra las llamadas nuevas 
amenazas (narcotráfico, terrorismo, erc.) evidencian la búsqueda de nuevas 
misiones, algunas veces para justificar apararos y presupuescos en medio de 
la incertidumbre provocada por el debiliramienro, cuando no la desapari­
ción, de las hipótesis de conflicto en la vecindad y al amparo de la ausen­
cia de una visión civil y política de la verdadera dimensión de la seguridad 
y la construcción de la paz. 

La Decisión 587: su ámbito de aplicación 

La situación descrita contrasta con la perseveranre gravitación y preemi­
nencia de las políticas de defensa, que al amparo del déficit de instirucio­
nalidad civil y de la abdicación de estos asuntos por los partidos políticos, 
saturan casi por completo el espacio para la reflexión y desarrollo en la ma­
reria, seguritizandocon ello las políticas públicas. 

Una tarea de la democracia consiste, por lo tanto, en asegurar la respon­
sabilidad política en la materia involucrando a los operadores políticos jun­
ro con la sociedad civil y con los órganos del estado, en el diseno e imple­
mentación de las políticas no seguritizadas que contribuyan a la produc­
ción del bien público de la seguridad. 
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Esa pareciera ser la dirección y el enfoque de la Decisión 587 del Con­
sejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores "Lineamientos de la Po­
lírica de Seguridad Externa Común Andina". Sin embargo, no obstante su 
amplio contenido, esta Decisión limita la seguridad mediante su título al 
ámbito externo de los países andinos. 

En documentos anteriores los Cancilleres andinos habían aludido a la 
seguridad como "la situación en la que el estado y la sociedad se encuen­
tren protegidos frente a amenazas o riesgos susceptibles de afectar el desa­
rrollo integral y el bienestar de sus ciudadanos, así como el libre ejercicio 
de sus derechos y libertades en un contexto de plena vigencia dernocrári­
ca', dándole así un carácter rnulridirnensional, comprehensivo y no exclu­
yen te, para abarcar aspecros estructurales propios de cada país. Pero la De­
cisión adoptada, a través de su título, parece orientada a restringir el enfo­
que únicamente a la seguridad externa, cuyo sujeto usual es el Estado, por 
lo que se podría estar circunscribiendo a las políticas de defensa propias de 
las relaciones inreresrarales, 

Esra aparente contradicción se hace aún más evidente en el análisis del 
contenido de otras panes de la propia Decisión. Así, su Artículo 1, Linea­
mientos, el acápire IV Criterios, detalla en su numeral 2, que la seguridad 
"Comprende las amenazas inherentes tamo al ámbito de la defensa, como 
a la institucionalidad democrática y de la seguridad ciudadana", los dos úl­
timos claramente ajenos aJ ámbito de la seguridad externa. 

El cambio producido en el título pudiera ser el reflejo de un esfuerzo 
deliberado por aparrar la polírica comunitaria de los problemas internos o 
nacionales de cada uno de los países y la pretensión de limitarla a las indis­
pensables tareas de fomento de la confianza enrre las fuerzas armadas andi­
nas. Pudiera también entenderse como un esfuerzo para dificultar el acce­
so de la sociedad civil y de arras sectores a un ámbito en el que el acror ex­
clusivo ha sido el estado y en el que la razón de estado sigue siendo esgrimi­
da como factor para restringir el acceso ciudadano a la información. Final­
mente, podría también ratificar el poco conocimiento que se tiene de esros 
asuntos, cuando no cierta ligereza en la toma de decisiones en elámbito co­
rnurutano. 

Cualquiera que sea el caso, esto es por designio deliberado o por desco­
nocimiento, se trata de un aspecto que exige ser precisado, pues la articu­
lación de la RAS dentro de la polírica andina y la presencia en ella de las 
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organizaciones de la sociedad civil, exigen ante todo la claridad y certeza en 
los propósitos y en los procedimientos para evitar posible manipulación, o 
su utilización con fines distintos a los formalmente enunciados. 

La Decisión 587, las OSCy las [unciones de la RAS 

Un segundo aspecto que debe reseñarse en función de la Decisión 587 es 
el concerniente a la propia Red Andina de Seguridad, "constituida por or­
ganizaciones políticas, empresariales, académicas y de otros actores de la so­
ciedad civil, junto con las organizaciones gubernamentales e imerguberna­
mentales de la subregión". 

De esta manera, la RAS es una iniciativa intergubernamenral que bus­
ca articular a sectores no gubernamentales de los países andinos para el de­
sarrollo de una política de seguridad común, uno de cuyos criterios es su 
carácter participarivo". No es en consecuencia una estructura exclusiva y ex­

cluyente de la sociedad civil, sino un espacio parriciparivo cuya eventual 
eficacia y funcionamiento, requerirá de un significativo esfuerzo de concer­
tación por todos los sectores involucrados y de un claro entendimiento res­
pecto de las funciones que corresponde desempeñar a cada parte. 

En ese sentido, la Decisión 587 también especifica que la RAS "tendrá 
a su cargo impulsar diálogos nacionales intersectoriales y subregionales en 
los que organizaciones públicas y privadas acompañarán el diseño, la im­
plementación y la evaluación de avances en el desarrollo de la Política de 
Seguridad Externa Común Andina'. Ello le confiere una funcionalidad de 
suma trascendencia, al contribuir a forjar consensos nacionales en torno a 
asuntos que se asocian al núcleo de la conflictividad presente y potencial en 

los países andinos. 
Estas funciones de la RAS se amplían en la patte final de la Decisión (li­

teral b.- del Artículo 3), cuando encomienda al Comité Ejecutivo de la Po­
lítica de Seguridad Externa Común Andina que, en coordinación con la 

4	 Anículo 1.- Aprobar 1m ,¡ignicnres Lineamientos de Política de Seguridad Enema Común ... IV. 
Crirerios. La Política de Seguridad Externa Comnn Audiua contemplará les siguientes criterios: 
9. Participanva. Reconoce que la seguridad es tarea de la sociedad en su conjunto. sin perjuicio de 
la responsabilidad fundamemal que corresponde al Estado, por lo que debe brindar espacios para 
la acriva participación de los diversos actores y agentes, públicos y privados. en el proceso de roma 
de decisiones destinado a su diseño. ejecución, seguimiento y verificación. 
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Secretaría General. elabore "Una propuesta de conformación de la Red An­
dina de Seguridad, como mecanismo institucional de apoyo y asesoramien­
to en asuntos relacionados a la seguridad y fomento de la confianza, que in­
cluya, entre OtfOS, el diagnóstico de situaciones potencialmente conflicti­
vas, de alerta temprana, de prevención de conflictos y de gestión de crisis, 
así como de sistemas de información sobre dichas situaciones o sobre con­
flictos manifiestos. Para ello promoverán la realización de diálogos nacio­
nales y subregionales, con la participación de representantes de las entida­
des gubernamentales correspondientes, de los partidos políticos. institucio­
nes académicas y de la sociedad civil". 

De las dos citas anteriores se desprenden funciones específicas de ase­
soramiento y apoyo que involucran el diagnóstico, el diseño, la imple­
mentación y la evaluación de la Política de Seguridad y que se podrían re­
sumir en: 

•	 Medidas de fomento de la confianza. 
•	 Sistema de prevención de conflictos. que incluye la alerta temprana y la 

intervención temprana. 
•	 Participar en la gestión de conflictos. 

A estas tres funciones se suma. la importante tarea de promover diálogos 
nacionales que debieran conducir en una primera etapa a sensibilizar a los 
sectores políticos respecto de la impostergable necesidad de lograr socieda­
des más segura" y de la responsabilidad que en ello les cabe, integrando a 
sus respectivas agendas y plataformas propuestas para prevenir y contrarres­
tar amenazas y riesgos. y contrarrestar la expansión de la violencia como 
forma de acción. Más adelante, ello debiera traducirse en consensos pollri­
cos y sociales en torno a una visión de paz y seguridad pública en la región 
andina de mayor alcance y precisión. 

Igualmente aunque la Decisión no lo señala expresamente, podría in­
cluirse como función adicional la movilización de la cooperación interna­
cional. Pero ello solamente en función de los programas y actividades y de 
las formas organizarivas que finaJmente se adopte para la RAS. 

En cuanto a las tres funciones que han sido asignadas a la RAS por la 
Decisión 587, debiera tomarse en consideración, sin desconocer la necesi­
dad de desarrollar actividades que contribuyan a un mejor conocimiento y 
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comprensión recíproca entre los habitantes de los países andinos, que las 
medidas de fomento de confianza planteadas en términos de la seguridad 

externa, aluden primordialmente a la necesidad de impulsar mecanismos 
entre las fuerzas de seguridad y defensa respectivas. 

Se trataría así de un campo en e! que e! pape! de las ose no deja de ser 
indirecto. Sin embargo, por la gravitación particular que suelen tener las 
fuerzas de seguridad en las zonas de frontera, las ose pudieran encontrar 
una función más activa en ese medio. propiciando el desarrollo de inrere­
ses comunes, promoviendo la defensa y protección de ciudadanos particu­
larmente vulnerables en esas zonas, etc 

En todo caso, esta reflexión responde a una visión convencional de las 
MFC. Puede anticiparse que el propósiro de deseguritizdr las políticas de 
construcción de la seguridad habrá de tener un efecto cualitativamente su­
perior en el fomento de la confianza, lo cual también asegura a las ose un 
desempeño específico en la materia. 

Además, e! desarrollo de la "diplomacia ciudadana" (Serbín. 2004) de­
biera contribuir a impulsar desde una perspectiva ética y de desarrollo de­
mocrático, la provisión de bienes públicos locales, nacionales, regionales y 

globales. La paz y la seguridad se insertan en ese propósito. En este come­
tido resultaría particularmente significativo el establecimiento de marcos o 
procedimientos inrergubernamentales para la solución de controversias 
más eficaces y previsibles que las actualmente vigentes. 

Es en la prevención de conflictos donde posiblemente se registre en lo 
inmediato un amplio potencial para el aporte directo y eficaz de la socie­
dad civil en función de la seguridad. Es reconocida la eficiencia de la pre­
vención con respecto a los costos humanos y materiales que [Cae consigo el 
conflicto. El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo destaca 
que del estimado de 3.6 millones de vidas perdidas por conflictos ocurri­
dos entre 1990 y e! año 2002, la mayor parte de ellos son civiles, y de és­

ros más de la mitad son niños (UNDP, 2003). Se trata de pérdidas que se 
hubiese podido prevenir en gran medida mediante mecanismos o sistemas 

adecuados de prevención. 
Además, gran parte de las ose están comprometidas con e! cambio de 

las condiciones sociales imperantes y, como fuese reconocido por la Comi­
sión Carnegie para la Prevención de Contlictos Mortales, la prevención de­
be ser operativa, a la vez que estructural para que sea eficaz. 
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Las organizaciones de la sociedad civil suelen también encontrarse en 
contacto directo con los acrorcs que inciden en las posibilidades de existen­
cia del conflicto violento y están en condiciones de ser parte de un análisis 
prospecrivo a partir de la evaluación y agregación de indicadores preesta­
blecidos y convenidos que señalen el agravamiento de condiciones suscep­
tibles de conducir al conflicto, o también el debiliramienro de aquellas que 
contribuyen a prevenir el surgimiento del mismo. 

Sin embargo. la prevención de conflictos llevada a cabo únicamente por 
la sociedad civil está destinada a tener un alcance limitado y de reducida 
eficacia. La prevención supone articular un sistema de alerta con un siste­
ma de intervención y, éste último. suele estar supeditado a políticas O deci­
siones que se sitúan en el ámbito de los órganos del Estado. Es por ello que 
la eficacia de un sistema de prevención dependerá significativamente de la 
articulación adecuada de los organismos del Estado con la sociedad civi1. 

Adquiere importancia crítica a este respecto, la claridad y elconsenso en 
cuanto a los propósitos y procedimientos en el sistema de prevención y no 
debiera llamar la atención que los mecanismos responsables de la seguridad 
del Estado puedan querer aprovechar el caudal informativo de un sistema 
de prevención con propósitos distintos él los que lo motivan. Ello exige par­
ticular cautela por parte de las OSC, así como enunciar los propósitos del 
sistema de manera inequívoca estableciéndolos como los entendidos para el 
funcionamiento del mecanismo. 

Adicionalmente, puede asumirse que un sistema de prevención en los 
países andinos que reúna a gobiernos con las OSC y otros sectores, confor­
me lo contempla la Decisión 587, merecería el significativo apoyo de la co­
munidad internacional, toda vez que contribuiría a desarrollar condiciones 
de paz, pero además representaría una manera eficiente de emplear los re­
cursos materiales provenientes de la cooperación. A este respecto, la falta de 
referentes regionales suficientes obliga a acudir a otras realidades. El antes 
mencionado informe de la Comisión Carnegie identificó que, en 9 casos 
estudiados durante la década pasada, la asistencia POSt conflicto y el man­
tenimiento de la paz representó un costa de 216 mil millones de dólares. 
La misma Comisión estima que de haberse prevenido estos conflictos se 
hubiera producido una economía del orden de los 164 mil millones, esto 
es el 76 por ciento menos de gasto (Brown). 
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Existen así argumentos significativos a favor de políticas de prevención in­
sertas en un sistema que articule, conforme lo propone la Decisión 587, a 
"organizaciones políticas, empresariales, académicas y de otros sectores de 
la sociedad civil". 

La tercera función prevista para la RAS en la Decisión andina es la de 
gestión del conflicro violento, aspecto en el que la participación de las ose 
ha sido limitada y por lo general restringida a tareas humanitarias post con­
flicto, o a la vigilancia de los Derechos Humanos. 

Por ello, la gestión de conflictos, de manera general, respondería a un 
propósito de más largo plazo que deberá desarrollarse progresivamenre de­
pendiendo de los términos de confianza y cooperación que puedan irse de­
sarrollando entre organizacioues de gobieruo y sociedad civil y, de manera 
muy especial, de la naturaleza del conflicto que se esté desarrollando. 

Lo señalado en el párrafo anterior no supone en modo alguno la preten­
sión de exclusión de las ose de los conflictos que puedan estar ya en tase 
violenta. Por el contrario, se asume que hay funciones de la sociedad civil 
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que resultan irrenunciables, como son, enrre otras, las antes mencionadas, 
pero por lo general cuando se hace presente la violencia física, el Estado pa­
sa a ser una parte en el conflicto, restringiéndose el espacio para poner en 
aplicación acciones concertadas con miras a lograr un propósito común. 

En resumen, sin excluir ninguna de las otras funciones previstas, pare­

ciera que la prevención surge como el procedimiento más propicio para el 
funcionamiento, al menos en sus inicios, de la Red Andina de Seguridad, 
sin que ello excluya la participación de la sociedad civil en otros aspectos 
vinculados a conflictos violentos en marcha ó desarrollar conciencia, en es­
pecial en los estamentos políticos, acerca de la responsabilidad que les co­
rresponde en la producción del bien público esencial de la seguridad. 

La seguridad como desafío para la sociedad civil 

Las organizaciones de la sociedad civil han devenido en actor clave en la 
agenda de los asuntos públicos de las sociedades andinas. Si bien la diná­
mica que ha conducido a esa situación se inserta en la dinámica global en 
la materia, la evolución de la democracia en las últimas décadas ha colabo­
rado con este proceso. También debe considerarse que las sucesivas crisis y 
la persistencia de complejas condiciones sociales han determinado un espa­
cio propicio para su desarrollo y cada vez más significativa gravitación. 

Además, las reformas estructurales de los últimos años han traído con­

sigo nuevas formas de relación entre la comunidad y el Estado. haciendo 
más tangible la participación de la sociedad civil. Pero esas reformas tam­
bién han contribuido al debilitamiento del Estado, confrontado simultá­
neamente con la inmensa presión de demandas sociales insatisfechas y de 
agudos desequilibrios distributivos, [renre a los cuales no muestra capaci­
dad ni eficacia. 

Todo ello también se traduce en una importante desestrucruración de 
los medios de coerción y de control de violencia que, sumada al vacío éti­
co presente en los lazos de convivencia social, configura una realidad en la 

que la violencia organizada se apodera del espacio público como forma de 
acción y de expresión de volunrades. 

En efecto, linchamiemos cornunirarios con era individuos que se presu­
me han atentado o usurpado el patrimonio, las leyes y costumbres de loca­



59 Seguridad, cambio social y cohesión 

lidades rurales o populares; actos de insurgencia qne buscan modificar las 
relaciones de desigualdad de un país; multitudes que a través de la acción 
directa buscan reivindicar o proteger sus derechos e inrereses; y la represión 
arbitraria por los órganos del Estado, son demosrración de una violencia 
que se revela cada vez con mayor nitidez en la realidad de los países andi­
nos como el método escogido pata alcanzar los fines que se persigue. 

A ello se suma una cotidianeidad urbana caracterizada por disrurbios, 
robos, secuestros, violaciones y asaltos que ratifican la debilidad de un Es­
cado en el que prevalece una distorsionada cultura política y sociedades co­
lectivamente deficitarias de virtudes cívicas, con un alto grado de intoleran­
cia para aceptar al otro; en las que los espacios públicos han sido secuestra­
dos y los medios de comunicación evidencian en forma recurrente falta de 
érica en el análisis de los asuntos públicos. 

En este escenario complejo y de enrarecido ambiente la presencia de la 
sociedad civil debe garantizar el indispensable enfoque ético y debiera faci­
litar para que puedan ser abordados los factores estructurales subyacentes. 
Además, la seguridad pública debe ser entendida como la protección al in­
dividuo a través de la vigencia del Estado de derecho sin excepciones, sean 
éstas de índole territorial o social. lo cual constituye un aspecto que se si­
túa en el eje de la acción de las ose La participación de la sociedad civil 
en la agenda de la seguridad, por lo tanto, está llamada a tener un impac­
to utilitario, pues contribuye a legitimar los valores de la seguridad ya dar 
mayor viabilidad a los propósitos trazados por la propia sociedad civil en 
sus plataformas para la mejora y el cambio social. 

Pero el crecimiento y la presencia de la sociedad civil en la agenda de se­
guridad resultan insuficientes y no conservan relación directa con su crcci­
miento e importancia en otros ámbitos. Tampoco con la magnitud de los 
desafíos que se confrontan. Ello obedece tamo a problemas suscitados des­
de el lado del Estado, como de la propia sociedad civil (jácome, 2005). 

De una parte, a pesar de la revisión yel debate en torno a los concep­
tos en materia de seguridad ocurridos en las últimas dos décadas, los enfo­
ques continúan siendo nacionales, predominantemente centrados en el Es­
cado y usualmente restringidos a sus órganos de seguridad que, ante el 
abandono de estos asuntos por las estructuras políticas y civiles en cada 
país, suelen en la mayor paree de los casos asumir el papel de actores exclu­
yentes de cualquier otra participación. Ello explicaría en parte por qué en 
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la mayor parte de los casos en la región no se aplican políticas de preven­
ción y se actúa una vez que el conflicto violento se hace presente. 

Por orra parte, las ose suelen con frecuencia circunscribir su visión a 
la consideración de lo nacional, obviando la dimensión regional y la natu­
raleza transversal -al menos en el ámbito andino- de muchos de los proble­
mas cuyas raíces radican en la debilidad institucional y la pobreza de las po­
líticas públicas prevalecientes. Además, dentro de esta visión nacional, las 
ose han tratado tradicionalmente los asuntos relacionados con el desarro­
llo económico y social y con la vigencia y promoción de los derechos hu­
manos, sin incorporar un enfoque relacionado a la agenda de seguridad pú­
blica. Su actuación en materia de seguridad suele estar circunscrita a la con­
sideración de las relaciones cívico-militares. en tanto inciden de manera di­
recta en la estabilidad y vigencia del Estado de Derecho y en e! respeto a 
los Derechos Humanos. 

A ello se añade que las ose, en la búsqueda de una mayor institucio­
nalidad, suelen mantener una relación conflictiva con el Estado y los órga­
nos de gobierno, en especial con los órganos de seguridad, lo que si bien 
puede resultar comprensible en determinados casos, dificulta la insustitui­

ble articulación de ambos sectores. Después de todo, el empoderamiento al 
que debe aspirar la sociedad civil, se expresa en la societización de la agen­
da de seguridad, la que debe inscribirse en los marcos institucionales que 
asignan la responsabilidad en la provisión de la seguridad pública a las ins­
tituciones de! Estado. El activismo de la sociedad civil, por lo tanto, debe 
ser un complemento a la acción del Estado, así como a la de los partidos 
políticos, que constituyen las estructuras sobre las que recae la representa­
rividad política en toda democracia. 

Además, debiera recordarse que en materia de seguridad la prevención 
resulta fundamental para alcanzar mayores niveles de eficiencia y que si és­
ra atiende los factores estructurales se estará atendiendo los objetivos que 

en sus respectivos campos se han trazado muchas de las ose. Pero tam­
bién debe tenerse presente que la prevención supone mecanismos de inter­
vención temprana que reposan por lo general en el ámbito de las prerroga­

tivas de los órganos de gobierno. 
Por otra parte, las ose suelen tener temas o áreas de interés y, como 

corresponde, suelen focalizarse en ellos. Introducir dentro de esos enfoques 
las perspectivas de la seguridad, no debiera suponer un desvío de su respon­
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sabilidad primordial, más la introducción a sus respectivas rareas de la pers­
pectiva de la erradicación de la violencia cama uno de los bienes que, en 
todos los casos y a través de sus actividades, aspiran a promover y lograr. 
Ello sin embargo produciría una mulriplicidad de elementos que requeri­
rían ser sistematizados desde una estructura focalizada en materia de segu­
ridad, estructura que, por lo demás, pudiera estar integrada dentro de la 
RAS. En ese sentido, observatorios nacionales integrados a la RAS pudie­
ran ser una clave que contribuye a resguardar la autonomía de las ose y 
resuelvan la exigencia de la focalización en materia de seguridad. 

Estos son solamente algunos de los desafíos que las ose tienen ante sí 
y que deberán ser dilucidados para dererminar e! pape! que pueda llegar a 
desempeñar la sociedad civil, no solamente con miras a desterrar la violen­
cia física y organizada en las sociedades andinas, sino también a definir las 
modalidades de su articulación con el Estado y con los organismos in ter­
gubernamentales globales, regionales y subregionales, para parricipar en la 
gestión estratégica del Estado en sus múltiples decisiones. 

Organización, ubicación y funcionamiento de la RAS 

De lo expuesto en los acápircs anteriores pueden extraerse algunas conclu­
siones que debieran responder a los interrogantes planteados sobre organi­
zación, ubicación y funcionamiento de la RAS: 

•	 Es necesario precisar con mayor deralle hasta donde llega la voluntad de 
los gobiernos de los países andinos para involucrar a la sociedad civil en 
los trabajos de seguridad, con miras a dilucidar si la RAS encierra en sí 
misma el potencial de articulación respecto a los problemas esenciales 
de la seguridad, o si ésra se circunscribe a los problemas de la seguridad 
externa de los países. En otras palabras, debiera precisarse con los go­
biernos si la voluntad existente, que pretende expresa la Decisión 587, 
conduce a reemplazar la seguritiza.cíón por la societizacián de la agenda 
de seguridad. 

•	 Exisre una dificultad casi generalizada para formular políticas públicas en 
materia de seguridad, la que se ve exacerbada por el relativamente poco 
conocimíenro e interés que existe en los sectores civiles sobre estos asun­
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[Os y por las distorsiones seguritizadoras en los sectores estatales. La RAS 
pudiera contribuir en este aspecto mediante proyectos de investigación y 

divulgación que promuevan el desarrollo de capacidades en la materia. 
•	 La RAS constituye a su vez un espacio de articulación para la sociedad 

civil, los gobiernos y otros sectores nacionales de los países andinos, tan­

to al nivel nacional respectivo, como en el ámbito andino. Igualmente 
debieran articularse en la RAS otros órganos del Sistema Andino de In­

tegración. Cada una de estas estructuras participaría en función de las 
responsabilidades que se compromete a asumir y en virtud del propósi­
to de erradicar y prevenir la violencia organizada. 

Son las organizaciones de la sociedad civil las que están llamadas a de­
terminar los niveles y formas de organización que habrán de adoptar 
con miras a participar en la RAS. Éstas pudieran establecerse con crite­
rios nacionales, en función de temas de interés, o en modalidades que 
combinen ambas posibilidades. Debe entenderse, sin embargo, que de­
berá existir en cada país cuando menos una estructura que sistematice 
la información en función de los indicadores pre-establecidos para la 
erradicación de la violencia. 

•	 De confotmidad con la Decisión 587, la Red Andina de Seguridad esta­
ría llamada a ser un mecanismo institucional del proceso de integración 

andino. En ese sentido, la Secretaría General de la Comunidad Andina, 

en su condición de órgano técnico de la integración, pudiera actuar co­
mo el órgano de apoyo que centralice y coordine sus actividades en el ám­

biro subregional. Ello supondría no solamente pedir a las ose confíen 
en una estructura inrergubernarnenral para el acopio y procesamiento 
primario de la información, sino también que los Estados estén dispues­

tos a transferirle tan delicadas funciones y los recursos que hagan posible 
el asumir ese cometido. Además ello pudiera representar un paso signifi­
cativo para ir desde la armonización y convergencia de políticas naciona­
les hacia un escenario en el que primen las políticas de integración. 

•	 El desarrollo de la RAS deberá ser progresivo a la vez que flexible. En 
ese sentido, la RAS debiera tener presentes los criterios de la Política 

Común Andina de Seguridad, conforme los describe la Decisión 587. 
No todos los países, o regiones nacionales dentro de cada uno de ellos, 
confrontan los mismos desafíos. Las respuestas y acciones de la RAS de­

ben ajustarse a esa circunstancia y dependerán, además, de cuando me­
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nos el grado de convergencia existente entre la voluntad, los hechos y 
los medios disponibles, por 10 que no puede pretenderse un rrararnien­
ro generalizado y común a cada caso. 

•	 La formalización de la RAS en los términos jurídico institucionales que 
se acostumbra en el marco del proceso andino de integración pudiera 
resultar contraproducente para un mecanismo que deberá en sí mismo 
ser un vehículo para el desarrollo de la confianza entre los órganos del 
Estado -en especial los directamente relacionados con la seguridad- y las 
organizaciones de la sociedad civil. En ese sentido, debiera contemplar­
se marcos que proporcionen flexibilidad y conduzcan a una progresiva 
institucionalización mediante la incorporación de un conjunto de nor­
mas formales e informales, así como de los mecanismos para asegurar su 
cumplimiento, que constituyan nn sistema de incentivos que guíen el 
comporramiento de todos los que participen en ella. Además, en virrud 
de la rapidez con la que evolucionan las amenazas que se confronta, la 
flexibilidad resulra rambién indispensable. 

•	 Una tarea inmediata de la RAS debiera orientarse aJ establecimiento de 
un mecanismo de prevención constituido por un sistema de alerra tem­
prana y por un sistema de respuesta temprana. El primero de ellos, la 
a!erra dependerá de la calidad de la información que se le proporcione, 
así como de las habilidades analíricas disponibles. Ello supone poner el 
mayor empeño y atención en la determinación de los indicadores rele­
vantes para cada realidad, así como desarrollar la capacidad analítica in­
dispensable. Los indicadores, entre muchos otros, debieran abordar 
asuntos tan variados como pueden ser la capacidad del Estado para pro­
porcionar seguridad pública y la percepción social al respecto; estado de 
los derechos humanos; problemas territoriales o étnicos no resueltos; 
debilidad o forraleza de las insriruciones políricas; percepción popular 
acerca del apararo de seguridad, del funcionamiento del gobierno, del 
sistema de administración de justicia; presencia de crimen organizado 
(drogas, armas, personas, lavado de acrivos, erc.); control civil sobre el 
aparara de seguridad; desplazamientos o migraciones; institucionaliza­
ción política por etnias; incremento de las desigualdades, aumento de la 
pobreza; atención por el Estado de servicios básicos de salud y educa­
ción; informalidad y su tratamiento por el Estado. Un sistema de esta 
naturaleza podría articularse a nivel de las ose en una suerte de obser­
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vatorio de la seguridad, el cual integraría la RAS por el lado de la socie­
dad civil. 

•	 Planteado en los términos expuestos en el acápite anterior, seria necesa­
rio determinar las competencias de la RAS en el sistema de respuesta 
temprana, tanto en la determinación de prioridades. objetivos, como en 

la elaboración y adopción de los planes y en la evaluación o medición 

de impacto de las acciones que se emprendan. 

• Ninguno de los aspectos planteados en los dos párrafos precedentes ex­
ceprúa la presencia y participación de las OSC en la gestión de conflic­
tos violemos atendiendo sus propósitos esenciales, sean estos relaciona­

dos con los Derechos Humanos, con la asistencia humanitaria, entre 

otros. Debe sin embargo distinguirse que la participación en función de 
la agenda de seguridad tendrá que adecuarse a las peculiaridades de ca­
da situación, incluyendo las relaciones existentes entre OSC y los orga­
nismos nacionales de seguridad respectivos. 

En cuanto a su ubicación y funcionamiento la RAS, por su natu­
raleza amplia. debiera ser un mecanismo que haga uso de las recnolo­
gÍas de comunicaciones disponibles. aprovechándolas para un funciona­
miento virtual, reduciendo al máximo los gastos y el tiempo que supo­
nen reuniones presenciales. Ello supondría también que la RAS pudie­
ra tener estructuras nacionales que crucen y alimenten información a 

una estructura subregional, la cual reposaría en la Secretaría General de 
la Comunidad Andina. 
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